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Las actividades individuales para defraudar al Estado son historia y por ello, ante el nuevo modus operandi, se requiere un actuar coordinado entre las entidades de control e investigación. 

En cumplimiento del artículo 113 de la Constitución Política, la Fiscalía General de la Nación, la Procuraduría General de la Nación y la Contraloría General de la República han unido sus esfuerzos en la lucha contra la corrupción en búsqueda de un mejor uso de los recursos del Estado
Es por ello que a través del Convenio Tripartito se han desarrollado  acciones preventivas, resarcitorias y sancionatorias en las cuales se tuvo en cuenta de un lado, el monto de los recursos, y de otro la asignación de estos a sectores que por una u otra razón se encuentran en situación precaria como los desplazados y los indígenas. 

Las acciones y los resultados de las actividades conjuntas las describiremos a continuación:
a) Preventivas:

· Capacitación especializada a 315 funcionarios municipales y departamentales sobre la rendición de cuentas a los organismos de control en SGP y regalías.
· Se publicó la “Cartilla de competencias en delitos contra la administración pública” en diciembre de 2009 - 6.000 ejemplares.
· Se realizó en la ciudad de Cartagena seminario dirigido a la ciudadanía, -600 participantes- con la presencia del Fiscal General, Procurador General, Contralor General de la República, Vicefiscal, Viceprocuradora y Vicecontralor;  en este seminario se le expuso a la ciudadanía de forma clara y concisa las competencias de cada una de las entidades que conforman el Convenio en delitos contra la administración pública y se hizo el lanzamiento de la “cartilla de competencias contra la administración pública”.
· Realización de 3 estudios de temas de interés para el Convenio que son: “De la aplicabilidad del artículo 271 de la Constitución Política y el nuevo sistema penal acusatorio”, “Modalidades de fraude Financiero mediante negociaciones de Títulos en bolsas de valores”, “Contratos de cesión de derechos con pacto de readquisición”

b) investigativas
Indagaciones Preliminares adelantadas sobre el manejo de los recursos del Sistema General de Participaciones, asignados a los resguardos indígenas y población desplazada.

Traslado de funcionarios a dieciocho (18) municipios del Programa Cimientos de la Fundación MSI Colombia; para lo cual se conformaron trece (13) Grupos Especiales, que visitaron los departamentos de Chocó, Antioquia, Norte de Santander, Cesar, Magdalena, Guajira, Sucre y Bolívar.
Como resultado de esa acción institucional conjunta se detectaron presuntas irregularidades en la gestión fiscal de los recursos, en los siguientes casos:

En Bojayá (Chocó), se estableció que en ninguna de las dependencias municipales reposa la información referente a la ejecución de los recursos destinados a las comunidades indígenas en el marco del SGP. También se observó un desconocimiento total de las normas sobre el tema, la existencia de otras anomalías en el manejo de los demás recursos asignados al Municipio y cuya incidencia además de ser fiscal trasciende al campo penal y disciplinario, por esta razón, se inició proceso de responsabilidad fiscal, mediante Auto N° 00366 del 11 de  junio de 2010.
La Procuraduría General de la Nación ordenó apertura de investigación contra el alcalde, secretario general y personera del municipio de Bojayá, por posibles irregularidades en la aplicación de recursos de los resguardos indígenas. 

En Murindó (Chocó), no se hallaron los convenios o contratos de administración entre el Alcalde Municipal y el representante de los resguardos indígenas; ni proyectos o documentos que evidencien las necesidades de los resguardos y que soporten la inversión de los recursos durante la correspondiente vigencia fiscal. 
No obstante, de los documentos allegados se pudo concluir que menos de un 40% de los recursos del Sistema General de Participaciones se dirigen a inversión en las áreas definidas por la Ley, y existe tal informalidad en la disposición de esos recursos que su manejo se asemeja al de una caja menor y no obedece a proyectos previamente programados y soportados. Además, hay serios indicios de que gran parte de la contratación del municipio es ficticia y que las obras y/o recursos no llegan a la población que debería beneficiarse con ello. En este caso se ordenó el inicio de proceso de responsabilidad fiscal, mediante Auto N° 00367 del 11 de  junio de 2010.
Por esto, he decidido hacer uso de la facultad que me concede el numeral 8º del artículo 268 de la Constitución Política, solicitando la suspensión inmediata de los alcaldes municipales de Bojayá y Murindó y del Secretario de Hacienda de este último municipio, mientras se adelanta la fase investigativa de los procesos de responsabilidad fiscal.
La Procuraduría evalúa la apertura de investigaciones disciplinarias 
En esta etapa dado que la Fiscalía General de la Nación no tiene competencia de carácter preventivo, sino de investigación y sancionatorio, no era posible su presencia, por lo cual las pruebas recaudadas se han trasladado para que proceda de acuerdo con su competencia a evaluar las posibles acciones penales que se deriven de las indagaciones preliminares realizadas por la Procuraduría y la Contraloría.

En los municipios de Aracataca, Fundación y Ciénaga (Magdalena), se observó que la mayor parte de los recursos del SGP asignados para los resguardos indígenas, se invierten en el programa denominado -Desarrollo Agropecuario - Proyecto Saneamiento y Ampliación de los resguardos-, que consiste en adquirir predios y/o mejoras con destino a las comunidades indígenas. 
Llama la atención que el proceso de adquisición de los predios y/o mejoras no estuvo precedido de un estudio técnico y económico para determinar el valor real de éstas, No se dio una secuencia lógica en las etapas que se adelantaron para la compra de los predios y/o mejoras.
En la visita especial adelantada a la Gobernación de Bolívar, con apoyo de la USAID, se encontró que en la ejecución presupuestal de la vigencia fiscal de 2008, existió una apropiación inicial para el “Programa de Atención Integral a la Población Desplazada – Vivienda de Interés Social” de seiscientos treinta millones quinientos mil pesos ($630.500.000), la que se contra acreditó en valor de seiscientos veintidós millones setecientos treinta y tres mil cuatrocientos cuarenta y seis pesos ($622.733.446), es decir que solo quedó una apropiación definitiva de siete millones setecientos sesenta y seis mil quinientos cincuenta y cuatro pesos ($7.765.554) que aún así no se ejecutó a pesar de las necesidades sentidas de la población desplazada.

De igual forma, se observó que para la vigencia de 2008, se apropió para los siguientes programas: “Programa Especial de Atención con Proyectos Productivos a la Población Desplazada”, MIL PESOS ($1.000) y para “Atención y Restablecimiento Integral de la Población en condiciones de Desplazamiento Forzado”, MIL PESOS ($1.000).  Dentro de este informe de ejecución presupuestal para el PROGRAMA DE DESPLAZADOS se apropió un valor de ciento sesenta millones ($160.000.000) que fue contra acreditada en su totalidad. Igual situación se detectó en el municipio de San Jacinto.
En los municipios de San Onofre y Ovejas, en el departamento de Sucre,  se encontraron  casos documentados de suplantación de identidad para recibir la ayuda humanitaria de Acción Social.

CONTRATOS DE CESIÒN DE DERECHOS CON PACTO DE READQUISICIÓN EN FIDUCIA MERCANTIL
En este punto es importante anotar que para la Contraloría General de la República fue posible ampliar el seguimiento a las inversiones de los recursos de regalías directas, que en los últimos dos (2) años suman $8.13 billones y que en total suman $10.97 billones, más los recursos de SGP, gracias a que el  gobierno apoyó a la entidad a través de un proyecto de inversión, y a la cooperación de las entidades de investigación y control  que permiten hacer un uso más eficiente de los escasos recursos con que contamos.
Voy a hacer enseguida una breve descripción de una de las modalidades utilizadas para defraudar al Estado:
Los comisionistas  buscan a las entidades públicas para que coloquen recursos. Como solo pueden colocar en entidades financieras, utilizan la figura de un Patrimonio Autónomo, administrado por una Fiduciaria.

La entidad pública gira a la Fiduciaria, aparentemente se invierte en una entidad financiera, pero en realidad es en un Patrimonio Autónomo de particulares, que dispone de los recursos públicos. En principio parece como que  los particulares se comprometen a comprar los derechos que invirtió la entidad pública en el patrimonio autónomo. 

Es toda una simulación para aparentar una inversión en una entidad financiera. Estas operaciones se realizan con la aquiescencia de las entidades financieras fiduciarias y comisionistas, las entidades financieras, fiduciarias, y comisionistas, las entidades públicas y los particulares que recibieron los recursos.
Aunque es muy complejo voy a dar un ejemplo
 de este tipo de negociaciones
1.
Las entidades públicas eran visitadas por personas  vinculadas a una Sociedad Anónima -S.A.- diligenciando y suscribiendo aquellas un formulario de “apertura de cuenta” o de “conocimiento o vinculación de clientes” de esa sociedad anónima. Tales comerciales también se encargaban de que las entidades públicas firmaran aperturas de cuenta o de conocimiento o vinculación como clientes de filiales de las sociedades comisionistas de Bolsa.

2.
Luego, la S.A. remitía propuestas a las entidades públicas, con las que les ofrecía invertir recursos en una inversión que llamaba “nota estructurada” (en contadas ocasiones las presentaba como una venta con pacto de recompra - Repo). Una vez aceptadas sus propuestas, remitía unas confirmaciones de realización de las operaciones.
A manera de ejemplo, la S A le proponía a las entidades públicas la inversión en una “nota estructurada con activo subyacente en TES”, en las siguientes condiciones:

Monto
$3.000.000.000
Plazo
120 días
Tasa
12% E.A.
Modalidad liquidación rendimientos
período vencido
Garantía
principal de TES
Plazo del subyacente
septiembre de 2014
Valor nominal de la garantía
$3.000.000.000
Rendimientos
$115.496.460
En el mismo documento, la S. A. se comprometía a colocar la garantía en un depósito centralizado de valores a nombre de ellas con la entidad que escogieran le ofrecía a las entidades públicas 

3.
Análisis

Los términos y condiciones contenidos en la propuesta remitida por la S. A. a las entidades públicas no requieren de un exhaustivo análisis para determinar que tales documentos, no dan cuenta de inversión alguna en títulos TES, pues basta con una desprevenida lectura de los mismos para reconocer que tales valores tan sólo se ofrecían como garantía de los recursos que desembolsarían las entidades públicas.

De otra parte, tampoco se vislumbra en las citada propuesta, que se esté ofreciendo lo que la S. A. denominó “nota estructurada”, por cuanto esos documentos no hacen referencia a los diferentes instrumentos financieros no derivados y a los instrumentos financieros derivados que componen esa clase de productos, pues en la propuesta solamente se ofrecen unos TES en garantía por los recursos que recibiría la S. A. de la entidad pública.

Ahora bien, en la medida en que las propuestas le son presentadas directamente por S. A. a las entidades públicas; en que el desembolso es realizado por éstas a cuentas de la S. A.; en que el formulario de apertura de cuenta, y otros documentos, son remitidos directamente por S. A. a la sociedad comisionista; en que personas vinculadas a la S. A. eran quienes directamente instruían a la filiar comisionista de bolsa sobre los TES que a título de garantía debían “pasársele” a la entidad pública y, en que el valor de tales títulos, que en algunas oportunidades ingresaban al DCV de las entidades públicas, era pagado directamente por la S. A, es forzoso concluir que no se estaba ante un contrato de corretaje de valores, pues no se trataba de que la S. A. hubiera puesto en contacto a las entidades públicas con la filial S.A. para que entre estas dos últimas perfeccionaran un negocio, sin que en ninguna de sus etapas interviniera la S. A.

Las nuevas modalidades de corrupción ya constituyen verdaderas empresas criminales en las cuales se han asociado funcionarios públicos y particulares con el propósito de defraudar el erario, a través de figuras jurídicas contrarias a la ley, conforme se ha establecido en los denominados Patrimonios Autónomos.

Para tal efecto  las entidades oficiales por intermedio de  empresas y personas jurídicas de derecho privado, invierten recursos públicos en contratos denominados “Cesión de Derechos de Beneficio con Pacto de Readquisición” perfeccionados mediante la aceptación de una oferta comercial y la consignación del dinero pactado, pero una vez vencido el plazo de los negocios, los dineros no regresan al Estado. 
Otro tipo de fraude es la inversión de recursos públicos en sociedades que no cuentan con autorización legal para llevar a cabo este tipo de operaciones financieras, como el caso de PROBOLSA, la cual además estaba en liquidación.
Las investigaciones y resultados que sobre contratos de cesión de derechos con pacto de readquisición se tienen son las siguientes:
Departamento del Meta:

Contraloría General de la República
Hay procesos por $123.508.159.342 de los cuales se ha logrado resarcimiento de $36.803.385.343 en diferentes patrimonios autónomos, y se tienen medidas cautelares efectivas por $65.100.414.427. 
Como resultado de esto, se destaca que Fiduciaria Bogotá gestionó el pago de lo que adeudaba su Fideicomitente al departamento del Meta, en cuantía de $4.907.184.329; la Fiduciaria Corficolombiana otorgó garantías bancarias por $19.000 millones para el levantamiento de las medidas cautelares, con lo cual se garantiza el resarcimiento del daño ante una eventual declaración de responsabilidad; a Alianza Fiduciaria se le embargó un CDT por $1.600.414.427,  y Buenaventura Medio Ambiente S.A.-E.S.P. pagó lo que adeudaba al municipio de Villavicencio en el patrimonio autónomo “Buenaventura Medio Ambiente”, en cuantía de $3.007.866.549 Adicionalmente, los fideicomitentes están negociando acuerdos de pago con los Departamentos y Municipios, 

Auto de imputación de responsabilidad fiscal por $7.492.755.884,  
Procuraduría General de la Nación
Se ordenó investigación disciplinaria contra funcionarios de la gobernación del Meta, dos exgobernadores,  Secretario Financiero y Administrativo,  la presidente de Fiduagraria S.A. Al 11 de agosto de 2010, Se encuentra para correr traslado auto de alegaciones de conclusión.
Fiscalía General de la Nación
Radicado No 2084: Marzo 13 de 2009: se profirió resolución de apertura de instrucción y ordenó vincular mediante indagatoria, a algunos ex funcionarios de la Gobernación entre ellos ex tesorero, ex secretario de Hacienda, y jefe de presupuesto. Los anteriores deben responder por el delito de peculado por apropiación y celebración indebida de contratos.

De igual forma fueron llamados a diligencia de indagatoria aquellas personas que sirvieron de intermediarios en la negociación denomina oferta de cesión de derechos de beneficio con pacto de readquisición y los representantes legales de las sociedades.
A la fecha se están terminando las diligencias de indagatoria para proceder posteriormente a resolver la situación jurídica de los vinculados.

De otra parte se está estudiando la posibilidad de vincular a más personas al proceso. 

Entre el 18 de Mayo y el 15 de julio de 2010, se ordenó vincular mediante indagatoria a funcionarios de la Gobernación, de Fiduagraria, Intermediarios y agentes comisionistas. Entre los que tenemos a ex tesorero, ex secretario de Hacienda y jefe de presupuesto, los que deben responder por el delito de peculado por apropiación y celebración indebida de contratos.  

Así mismo, se ordenó vincular mediante indagatoria a funcionarios de Fiduagraria, intermediarios y agentes comisionistas.

El Representante legal de Visemsa, quien además era intermediarios se acogió a sentencia anticipada en diligencia de indagatoria.

Municipio de Villavicencio: 
Contraloría General de la República
La Alcaldía Municipal de Villavicencio, Meta constituyó con recursos del orden nacional, trece Patrimonios Autónomos por la suma de $31.583 millones verificándose al terminar los negocios solamente la cancelación de inversiones en cuantía de $12.376 millones quedando pendiente por recuperar $19.207 millones, suma que se establece como la cuantía del detrimento patrimonial del Estado. 
Procuraduría General de la Nación
Se ordenó investigación disciplinaria contra tesorero general, dos (2) Secretarios de  Hacienda Municipal, a la presidenta y vicepresidenta de negocios fiduciarios de Fiduagraria.A.,  a la fecha, se encuentra para fallo de primera instancia.
Fiscalía General de la Nación

Se ordenó vincular mediante indagatoria, a dos  (2) ex tesoreros y ex funcionarios del municipio, quienes deben responder por el delito de peculado por apropiación, celebración indebida de contratos y cohecho propio.

Fueron llamados a diligencia de indagatoria aquellas personas que sirvieron de intermediarios en la negociación y a los representantes legales de las sociedades que  a la fecha adeudan a la alcaldía más de 4 mil millones de pesos. Estas personas deben responder por el delito de peculado por apropiación y cohecho por dar u ofrecer. 

Se calificó el merito sumarial con resolución de acusación por el delito de peculado por apropiación a favor de tercero en concurso con cohecho propio y contrato sin cumplimiento de los requisito legales, en contra de  los intermediarios y representantes legales de las sociedades que adeudan el dinero, se profirió resolución de acusación por el delito de peculado por apropiación a favor de tercero. Igualmente se compulsaron copias para que se proceda a tramitar  de dominio sobre los bienes de los sindicados e investiguen penalmente por el delito de enriquecimiento ilícito y/o lavado de activos.

Un sujeto procesal se acogió a sentencia anticipada, se está a la espera de la  decisión adoptada por el Juez del Circuito de Villavicencio.

Departamento de Casanare

Contraloría General de la República

El Departamento del Casanare suscribió ofertas comerciales de cesión de derechos de beneficio con pacto de readquisición con el Patrimonio Autónomo COSACOL, una por $11.000 millones y la otra por $7.000 dinero que fue transferido y entregado al Patrimonio Autónomo que solo devolvió a la Gobernación $9.000 millones, quedando un saldo pendiente por recuperar de 9,000 millones. Se decretaron medidas cautelares y profirió Auto de imputación de responsabilidad fiscal el 18 de agosto de 2010 por $8.863.290.000.oo, sin rendimientos financieros. Así mismo, se dictó Auto de imputación de responsabilidad fiscal por $7.492.755.884, sin rendimientos financieros – en el caso del Patrimonio Autónomo Green Mountain Consulting.

Presuntas irregularidades en la colocación de recursos provenientes de regalías pertenecientes al Departamento de Casanare, en el Patrimonio Autónomo LIKUEN, constituido en la Fiduciaria FIDUPETROL S.A. por la UNIÓN TEMPORAL CARBONES LIKUEN, Nit 900141869-2 representada por Jimmy Fredy Osorio Guevara, identificado con C.C. 19.496.836, de Bogotá, a través de un contrato de "cesión de derechos de beneficio con pacto de readquisición", perfeccionado mediante la aceptación de la oferta comercial y la consignación del dinero pactado, suscrito de parte del Departamento por el Tesorero. Se decretaron medidas cautelares y está en etapa probatoria.

Procuraduría General de la Nación

Se profirió fallo de primera instancia sancionatorio contra Exgobernador del departamento de Casanare, destitución e inhabilidad general de catorce (14) años; para la Presidenta de FIDUAGRARIA S.A, suspensión del cargo con INHABILIDAD ESPECIAL por el término de doce (12) meses, al Director Técnico de Tesorería de la Gobernación de Casanare, destitución e inhabilidad general de 12 años. Actualmente la Sala Disciplinaria estudia recurso de apelación del 4 de febrero de 2010.
Fiscalía General de la Nación

Hay dos (2) investigaciones contra un exgobernador  del Casanare por hechos relacionados con el manejo de recursos públicos las cuales se encuentran finalizando la etapa probatoria.
Municipio Castilla La Nueva- Meta
Contraloría General de la República

La Alcaldía Municipal de Castilla la Nueva-Meta constituyó ocho Patrimonios Autónomos por la suma de $7.000 millones, verificándose al terminar los negocios solamente la cancelación de inversiones en cuantía de $5.660 millones quedando un saldo pendiente por recuperar que se establece como la cuantía del detrimento al patrimonio del Estado
Se profirió auto de imputación de responsabilidad fiscal, el 18 de agosto de 2010, por $1.511.437.232, sin rendimientos financieros, en el patrimonio autónomo COSACOL.
Procuraduría General de la Nación

Se profirió fallo de primera instancia sancionatorio del 11 de diciembre de 2009, contra el Secretario Administrativo y Financiero del municipio de Castilla La Nueva (Meta), destitución e inhabilidad general por el término de doce (12) años; contra el Alcalde del municipio de Castilla La Nueva, destitución e inhabilidad general por el término de once (11) años; así mismo, fueron destituídos dos presidentes de FIDUAGRARIA S.A., por el término de 12 meses e inhabilidad especial por el mismo lapso y 10 meses e inhabilidad especial en el ejercicio de cargos públicos. Se encuentra en apelación fallo de 1ª instancia.
Fiscalía General de la Nación

Se adelanta por la Ley 906. Indagación preliminar para recolectar elementos materiales probatorios que permitan establecer en qué patrimonios autónomos constituidos entre empresas particulares y algunas fiduciarias adeudan al municipio alrededor de $12 mil millones.
Medidas cautelares y resultados obtenidos por la CGR

En síntesis, en los anteriores procesos por patrimonios autónomos, por parte de la Contraloría General de la República se han decretado medidas cautelares por $301.587.868.082, de las cuales ya se hicieron efectivas medidas por $65.206.213.030.69.
Con las medidas cautelares decretadas y practicadas se lograron resultados exitosos, que se reflejan en la recuperación de recursos públicos en cuantía de $68’454.000.122. Además, de tener asegurado el resarcimiento de $65.206.213.030.69, con las medidas que se han hecho efectivas en los procesos en curso, de las cuales está pendiente por materializar la suma de $301.587.868.082.

Los pagos parciales que se han generado se cuantifican así: 

	Ente Territorial
	Recursos invertidos
	Valor recuperado

	Departamento de Meta
	$160.311.544.685
	$36.803.385.343

	Departamento de Casanare
	$52.000.000.000
	$8.564.686.435

	Municipio de Villavicencio
	$24.924.702.211
	$5.707.076.461

	Municipio de Castilla La Nueva
	$4.000.000.000
	$2.681.350.000


NEGOCIACIÓN DE TÍTULOS EN BOLSA DE VALORES

Otra situación que causa preocupación a las entidades de investigación y de control es el manejo indebido de recursos públicos a través del mercado público de valores.

Algunas entidades territoriales han realizado operaciones de fondeo e intermediación financiera con recursos públicos que no están afectos a ello, defraudando con estas operaciones la confianza del inversionista público, manipulando el mercado y/o utilizando información privilegiada lo que pueda llevar  incluso a  afectar a inversionistas particulares y claramente la transparencia del mercado.
Llama la atención la indiferencia del sector financiero, puntualmente de los grupos empresariales y de las sociedades matrices en las que se aglutinan las sociedades corredoras de bolsa, que son utilizadas para realizar estas prácticas ilegales, a pesar de que el Estado emplea sus recursos para proteger intereses y bienes del sector financiero.

Municipio de Arauca
Contraloría General de la República
En el Municipio se compran Títulos de Tesorería TES Clase B, a través de PROBOLSA S.A., en alianza con SERFINCO S.A. Por esa operación financiera al municipio se le adeuda la suma de $8.600 millones de pesos, incluyendo rendimientos a agosto de 2009. Como presuntos responsables fueron vinculados al proceso los funcionarios municipales de la época: el Alcalde, el Jefe de Oficina Jurídica; el Secretario de Hacienda; el Tesorero; PROBOLSA S.A. –en liquidación-; y SERFINCO S.A, el 4 de junio de 2010, se decretan medidas cautelares. Se profirió Auto de imputación de responsabilidad fiscal por $7.021.379.271.15, sin incluir rendimientos financieros.
Procuraduría General de la Nación
Se profirió fallo de primera instancia sancionatorio del 3 de noviembre de 2009; se profirió fallo de segunda instancia confirmando, el 24 de junio de 2010 contra WILLIAM ALFONSO REYES CADENA Alcalde de Arauca, CARLOS ROBERTO MOJICA CERQUERA Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Alcaldía; ANDRÉS ANIBAL HERRERA BERNAL, Profesional Universitario con funciones de Coordinador del Área de Rentas, Tesorería y Pagaduría de la Secretaría de Hacienda Municipal; y JOSE ANDRIDES CÓRDOBA GARCÍA Secretario de Hacienda Municipal; destitución del cargo referido e inhabilidad general por el término de 20 años. 

El 9 de agosto de 2010 se resolvió aclaración de fallo en sentido desfavorable surtiéndose notificación de providencia.
Fiscalía General de la Nación
Se adelanta por ley 906. Se investiga una operación REPO que realizó el Alcalde del Municipio por valor de $16.000.000.000 a través de la firma PROBOLSA. 

Departamento del Cauca
Contraloría General de la República
Inversión de recursos del Sistema General de Participaciones que hiciera el departamento en PROBOLSA; ya se profirió fallo con responsabilidad fiscal por $8.350.659.132, en contra del Gobernador, el Secretario Administrativo y Financiero del departamento, la Tesorera y PROBOLSA. En la actualidad se está pendiente por decidir el recurso de apelación contra el fallo.

Adicionalmente, existe proceso sobre la misma clase de recursos y modalidad de inversión, realizada en este caso por el municipio de Silvia, Cauca, por valor de $519’249.410, incluyendo rendimientos financieros  de recursos que no fueron invertidos en TES en el Depósito  General de Valores, ni han sido reintegrados por PROBOLSA al Municipio. El 24 de julio de este año se dictó auto de imputación de responsabilidad fiscal y, en este momento, se están practicando las pruebas solicitadas por los implicados. Una vez agotado el periodo probatorio se proferirá el fallo de instancia.
Procuraduría General de la Nación 

Se profirió fallo de primera instancia sancionatorio del 15 de abril de 2010, contra un Gobernador del Departamento de Cauca, destitución del cargo referido e inhabilidad general por el término de diez (10) años; el Secretario Administrativo y Financiero de la Gobernación del Cauca, fue destituído e inhabilitado por el término de once (11) años; el Tesorero General del departamento del Cauca destitución e inhabilidad general por el término de veinte (20) años. En apelación el fallo de primera instancia el 13 de mayo de 2010; actualmente se encuentra en elaboración de proyecto de fallo de segunda instancia en la Procuraduría Auxiliar Disciplinaria.
Fiscalía General de la Nación

Se adelanta por la Ley 906. Se investiga una operación que realizó la gobernación del Cauca con TES por valor de $12.000.000.000 a través de la firma PROBOLSA.

A le fecha se han ejecutado órdenes de policía judicial que permitirán en poco tiempo llevar el caso al juez. 
Departamento de Nariño 
Contraloría General de la República
Entre 2007 y 2008, la Gobernación de Nariño, por conducto de la tesorería invirtió recursos del Fondo Territorial de pensiones por valor de $14.823.471.997 en la firma PROBOLSA, entidad que invirtió parte de estos recursos en la firma corredora de Bolsa SERFINCO; a finales de 2008 PROBOLSA, inició su proceso de quiebra, logrando el tesorero recuperar 3 mil millones, y el resto estaría representado en TES, con vencimiento en el 2012.
Se inició proceso de responsabilidad fiscal el 18 de noviembre de 2009, y por Auto Nº 00257 del 29 de abril de 2010, se ordena la práctica de pruebas, es decir que el proceso se encuentra en la etapa probatoria a que se refiere el artículo 45 de la Ley 610.

Procuraduría General de la Nación
Se profirió fallo de primera instancia sancionatorio del 12 de abril de 2010, contra María Ximena Ceballos Fajardo, Tesorera General del departamento de Nariño, destitución e inhabilidad general por el término de quince (15) años; al Tesorero General del Departamento, destitución e inhabilidad general por el término de once (11) años; y al Tesorero General y Secretario de Hacienda (e), destitución e inhabilidad general por el término de veinte (20) años. En apelación fallo de primera instancia el 10 de mayo de 2010.
Fiscalía General de la Nación
Se adelanta por la Ley 906. Entre 2007 y 2008, la Gobernación de Nariño, por conducto de la tesorería invirtió recursos del Fondo Territorial de pensiones por valor de $14.823.471.997 en la firma PROBOLSA, entidad que invirtió parte de estos recursos en la firma corredora de Bolsa SERFINCO; a finales de 2008 PROBOLSA, inició su proceso de quiebra, logrando el tesorero recuperar 3 mil millones, y el resto estaría representado en TES, con vencimiento en el 2012. Se recibió informe de investigador y está pendiente de concepto de perito.
Llamado de responsabilidad social

En todo caso no quiero cerrar este informe sin hacer un llamado a la responsabilidad social de bancos y demás que estén involucrados a través de sus fiduciarias, pues también ellos son corresponsables en esta defraudación. No puede ser que una administración de un banco estatal pretenda generar dividendos a costa del uso indebido de recursos dirigidos, como ya se dijo, a suplir las necesidades básicas de las poblaciones.
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